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Resumen: A partir del surgimiento de lo que podemos denominar como fenómeno cartonero, desde principios del siglo XXI se produce en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires un rápido desarrollo de novedosas políticas públicas que apuntan a transformar la gestión de los residuos sólidos urbanos y a reglamentar la actividad de los trabajadores cartoneros. Reflejo de este proceso son las diversas legislaciones que se impulsaron y la conformación de un Programa de Recuperadores Urbanos (PRU), devenido a partir de 2007 en Dirección General de Reciclado, organismo estatal que forma parte del Ministerio de Ambiente y Espacio Público de la Ciudad.

En este trabajo nos proponemos indagar en el proceso de formación de estos organismos y en los procesos de construcción de las políticas públicas orientadas a la gestión de los residuos sólidos urbanos. A partir de esta lectura, consideramos que podemos dar cuenta las disputas y las luchas sociales, económicas y políticas que caracterizan a los procesos de construcción de políticas públicas. De este modo, con nuestro análisis pretendemos poner en cuestión los modos en que el Estado se constituye como espacio o campo de luchas y disputas para definir su configuración hegemónica.
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El Estado en cuestión: un análisis de las políticas públicas de reciclado en la Ciudad de Buenos Aires a la luz de su relación con el movimiento cartonero

Introducción
En los últimos años varios trabajos han abordado de modo específico el desarrollo de las políticas públicas en torno a la gestión de los residuos en la CABA (Lupi, 2016; Paiva, 2005 y 2013; Perelman, 2008; Schamber y Suárez, 2002 y 2012; Villanova, 2014 y 2015). Por otro lado, algunos autores se han enfocado en los procesos de organización entre los trabajadores cartoneros, la formación de cooperativas y la modificación de sus funciones (Dimarco, 2005; Fajn, 2002; Escliar et al, 2007; Maldovan Bonelli; 2012; Perelman y Boy, 2010; Reynals, 2002; Schamber, 2007; Tagliafico, Schamber y García, 2016). Consideramos que ambas líneas de trabajo nos habilitan a interrogarnos acerca de la relación que existe entre ambos procesos. En este sentido, nos preguntaremos aquí cuáles son los vínculos que pueden establecerse entre los procesos de diseño, implementación y evaluación de políticas públicas en torno a la gestión de los residuos y los procesos de constitución de sujetos colectivos como los cartoneros y sus cooperativas.

Esta ponencia forma parte de un trabajo más amplio que se enmarca en un proyecto de investigación en la Universidad Nacional de Lanús. Allí, junto con un equipo interdisciplinario, abordamos el estudio del trabajo cartonero, el reciclado y las políticas públicas en el Área Metropolitana de Buenos Aires (AMBA). Aquí nos proponemos analizar el desarrollo del área a cargo de la recolección de los residuos sólidos urbanos y del reciclaje en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (CABA). Actualmente en manos de la Dirección General de Reciclado (DGREC) del Ministerio de Ambiente y Espacio Público del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (GCABA), constituye quizás uno de los espacios más discutidos y disputados de los últimos años en el ámbito estatal de la ciudad. Su desarrollo, entre el 2001 y el 2016, no puede entenderse sin vincularlo con las relaciones que se establecen entre el Estado y un conjunto heterogéneo de actores, entre los que se encuentran asociaciones gremiales, empresas, ONGs y, principalmente, un conjunto de trabajadores cartoneros que han ido conformando diversas formas de organización. Intentaremos aquí abordar rápidamente algunas de las instancias que consideramos más relevantes en los procesos de consolidación de la problemática cartonera como parte de una agenda pública y una agenda de gobierno (Aguilar Villanueva, 2003) junto con los procesos de construcción de políticas públicas en torno a la gestión de los residuos en la CABA. Nos preguntaremos entonces específicamente por el modo en que los cartoneros se constituyen como un sujeto colectivo en su relación con el Estado y por el proceso que los lleva a establecerse como un actor social relevante a la hora del diseño, la implementación y la evaluación de políticas públicas en materia de recolección de residuos. Para concluir, a partir del análisis realizado, elaboraremos algunas notas acerca de los procesos de identificación, los modos en que se construyen, implementan y evalúan las políticas públicas y las imágenes del Estado que se configuran en nuestro trabajo.

De la prohibición del cirujeo a la irrupción del fenómeno cartonero
La dictadura militar argentina iniciada en marzo de 1976 no sólo llevó a cabo reformas macroeconómicas y sociales importantes a nivel nacional, sino que también en el caso del AMBA impulsó proyectos de reestructuración del espacio urbano que marcaron profundamente el modo en que el mismo se reconfiguró en la última parte del siglo XX. La Ordenanza Nº 33581 de 1977 junto con el Decreto-Ley 9111 de 1978 resultaron determinantes para el desarrollo de la gestión de los residuos en el AMBA. Por un lado, el artículo 6º de la ordenanza prohibió “la selección de residuos domiciliarios, su recolección, adquisición, venta, transporte, almacenamiento o manipuleo” en la vía pública. Por el otro, la Ley 9111 creó el Cinturón Ecológico Área Metropolitana Sociedad del Estado (CEAMSE) y dejó a su cargo un sistema que privilegiaba en el entierro indiscriminado de residuos a partir de la implementación del método de relleno sanitario (Perelman, 2008: 128; Schamber y Suárez, 2002: 4). Como dan cuenta Schamber y Suárez (2012), no es hasta 1997 que el pliego de licitación del servicio de recolección en la CABA incluye alguna pauta vinculada con instancias de valorización de residuos (p. 107). Allí se proponía requerirle a los adjudicatarios que incluyeran técnicas para la recolección de residuos domiciliarios diferenciados. Sin embargo, como destacan los autores, el pliego avanzaba tímidamente con un programa de reciclado estableciéndole un límite del 10 por ciento del total de lo recolectado que, incluso, nunca llegó a efectivizarse (Schamber y Suárez, 2012: 107). De este modo, a pesar de algunas leves modificaciones en los pliegos, desde mediados de la década de 1970 y hasta fines del siglo XX, la gestión de los residuos en el AMBA se caracterizó por la centralidad de la CEAMSE, y un paulatino proceso de privatización de los servicios municipales de recolección (Schamber y Suárez, 2012: 107). Ahora bien, la prohibición de la recolección de residuos en la vía pública no impidió que un número considerable de personas, por entonces denominados comúnmente como cirujas, continúen con la actividad. Aunque el cirujeo constituía una práctica que transgredía las normas y que podía generar ciertos conflictos con las fuerzas de seguridad (Villanova, 2015: 108), hasta fines de siglo XX mantuvo una condición marginal y relativamente invisibilizada para la gran mayoría de la sociedad (Schamber, 2009: 9). 

Será recién a finales de la década de 1990 cuando la actividad del cirujeo comenzará a modificarse significativamente. Tras el proceso de reestructuración económica que inicia la dictadura militar en 1976 con la apertura comercial y la modificación del funcionamiento del sistema financiero local, las medidas tomadas a partir del Plan de Convertibilidad de 1991, junto con la reforma del Estado y la flexibilización laboral, produjeron aceleradas y profundas transformaciones del mercado laboral argentino (Schvarzer, 1998). Frente a los altos niveles de desocupación y de precarización laboral
, y frente a un importante proceso de empobrecimiento
, la actividad del cirujeo se convirtió en una significativa estrategia laboral para un porcentaje relativamente alto de la población (Dimarco, 2005: 5). Sectores que antes se dedicaban a otro tipo de actividades, comienzan a sumarse a la recolección de residuos y a constituirse en  “nuevos cirujas” o “nuevos cartoneros” (Paiva, 2013: 152; Perelman y Boy, 2010: 403). El diario La Nación, basándose en un informe de la Universidad Nacional de General Sarmiento, sostiene que en el año 2001 existían más de 100.000 cirujas que realizaban sus actividades en el AMBA
. Irrumpía, así, un fenómeno de nuevo orden en la ciudad de Buenos Aires: el denominado fenómeno cartonero (Adissi, 2004; Schamber, 2009). 

Del fenómeno cartonero a la construcción de políticas públicas
Fundamentalmente entre el 2001 y 2002, la irrupción de este fenómeno puede leerse a partir de su vinculación con la crisis económica, social y política de la Argentina de esos años. Esta crisis dotó al conjunto heterogéneo de “nuevos” y “viejos” cartoneros de un campo propicio para establecer conexiones con otros actores de la sociedad. Frente a la crisis, la fragmentación social y la dislocación de las antiguas identidades, se configuró un campo social que habilitó la reinscripción de estos sujetos bajo nuevas identidades. De este modo, los antiguamente denominados “cirujas” comenzarán a partir de estos años a denominarse y ser interpelados cada vez más como “cartoneros”. En este sentido, el denominado fenómeno cartonero da cuenta de un proceso no sólo cuantitativa sino también cualitativamente diferente a los producidos anteriormente con la actividad de la recolección de materiales reciclables. A esto, se le suma la amplia visibilidad que adquirió ante el resto de los actores sociales. Al menos dos instancias dan cuenta de esta visibilidad: sus frecuentes apariciones en los medios de comunicación (sólo haremos una breve referencia aquí a algunos medios gráficos nacionales) y la relevancia que tomaron los cartoneros en el sistema de transportes públicos del AMBA, en particular en la prestación del servicio ferroviario.

En relación a la visibilidad en los medios de comunicación, unos días después de la ya mencionada nota en el diario La Nación, un Legislador de la CABA publica una carta de lectores en el mismo diario
. Luego serán numerosas las réplicas y las notas acerca del tema en otros medios periodísticos
. Estas apariciones en los medios tuvieron como efecto que en octubre del 2001 se realizara la I Jornada Multisectorial sobre Reciclado y Recicladores, denominada “El trabajo no es basura”. Allí participaron cartoneros (algunos ya nucleados en cooperativas), legisladores, funcionarios, el subsecretario de medio ambiente del GCABA, asociaciones vecinales, representantes de empresas recolectoras y periodistas
. En este sentido, la crisis social y económica puso de manifiesto la cuestión cartonera como una de las problemáticas más visibles de la época
.
Una de las principales instancias que atravesó el fenómeno cartonero en esos años fue la disposición de un servicio de trenes especiales para el traslado de cartoneros. Provenientes en su gran mayoría del Gran Buenos Aires (GBA), hasta el 2001 los cartoneros se movilizaron, junto con sus carros, viajando a la CABA en el servicio ferroviario usual. Sin embargo, la demanda de numerosos usuarios del servicio de la línea Mitre Ramal Retiro/José León Suárez, por las molestias que ocasionaban los numerosos cartoneros con sus carros, junto con la demanda de los propios cartoneros, que requerían de mayor espacio para poder caber todos en los vagones, llevó a que la empresa Trenes de Buenos Aires (TBA) disponga de un servicio exclusivo para cartoneros: el denominado “tren blanco” o “tren cartonero” (Soldano, 2008: 210). Esto tuvo efecto, a su vez, en las demás líneas ferroviarias que sumaron este tipo de servicio
. El caso de los trenes cartoneros resulta interesante aquí para dar cuenta del modo en que, por entonces, el fenómeno cartonero adquiere relevancia en el espacio público, se vuelve una problemática que trae nuevos conflictos en los que intervienen diversos sujetos: los propios cartoneros, los demás usuarios del servicio, las empresas ferroviarias y el propio Estado. Son estos conflictos, a su vez, los que transforman el espacio público y urbano, disputándose el modo en que los sujetos se apropian del mismo (Soldano, 2008). A su vez, los conflictos a través de los cuales se logró la disposición de los “trenes cartoneros” constituyeron un momento importante para que muchos de los “aislados cirujas” se conozcan entre ellos. La vicrepresidente de una cooperativa cartonera se manifestaba en este sentido en una entrevista: “Nos fuimos conociendo en la lucha por el tren, para que nos den el tren cartonero y así nos fuimos organizando”
. Los conflictos por el tren cartonero significaron, así, junto con la visibilidad adquirida en los medios de comunicación, no sólo la instalación de la problemática cartonera como parte de la agenda pública (Aguilar Villanueva, 2003), sino también una instancia clave para la propia conformación de los grupos, colaborando en un proceso de identificación como parte de un colectivo con condiciones y objetivos comunes. 

Ley 992 y la creación del Programa de Recuperadores Urbanos
Por otro lado, en el año 2002 la Secretaría de Medio Ambiente y Planeamiento Urbano del GCABA convocó a diversos cartoneros para la creación de una “Mesa de diálogo”. La misma se constituyó como una instancia novedosa de participación y discusión de políticas públicas en relación a los residuos de la CABA. Con posterioridad a esta instancia se impulsaron dos acciones: en primer lugar, la declaración de inconstitucionalidad de las ordenanzas 33581 y 39874
; en segundo lugar, el lanzamiento de la campaña “Bolsa verde” que se distribuían a través de supermercados y Centros de Gestión y Participación (CGP) de la Ciudad para facilitar el trabajo de los cartoneros y evitar que clasifique material reciclable en las calles porteñas
.

Continuando con este proceso, en diciembre del año 2002, se sancionó la Ley N° 992/02 a través de la cual se nomina a los cartoneros como “recuperadores de residuos reciclables” y los incorpora de este modo en el servicio de higiene urbana vigente de manera “diferenciada”. La Ley 992 deroga definitivamente las ordenanzas declaradas anteriormente inconstitucionales, al mismo tiempo que impulsa la creación del Registro Único Obligatorio y permanente de recuperadores de materiales reciclables (RUR) y el Registro Permanente de Cooperativas y Pequeñas y Medianas Empresas (REPYME).  A su vez, con la reglamentación de la Ley
, el Poder Ejecutivo crea el Programa de Recuperadores Urbanos (PRU), que organizó equipos de trabajo territoriales por comuna para desarrollar diagnósticos por zona, relevando y registrando el trabajo de los cartoneros que se trasladaban tanto en trenes como en camiones, llevando a cabo capacitaciones y campañas de vacunación, y también entregando materiales de trabajo (Lupi, 2016). Durante estos primeros años se realizaron, así, operativos en puntos de gran afluencia de la población cartonera como el Puente Alsina, Plaza Dorrego, Elefante Blanco, entre otros. Como podemos ver, partir de la nueva legislación se crea un órgano estatal en la CABA destinado a registrar a “recuperadores de materiales reciclables”. La Ley 992 y la creación del PRU significan de este modo la implementación, por primera vez, de una política pública que abandona la antigua represión a los cirujas y hace de los llamados recuperadores urbanos o recuperadores de materiales reciclables objetos de saber, de conocimiento y de intervención
. 

Ahora bien, este proceso es inescindible de otro que se produjo en simultáneo. Nos referimos aquí al proceso de formación de las primeras cooperativas de cartoneros. Entre ellas encontramos a El Ceibo, El Álamo, Cooperativa del Oeste y  a un movimiento más amplio pero que comienza a nuclear a numerosos cartoneros, el Movimiento de Trabajadores Excluidos (MTE)
 (Dimarco, 2005; Maldovan Bonelli, 2012; Paiva, 2013). En este proceso intervienen activamente diversos actores: por ejemplo, en algunos casos el Instituto Movilizador de Fondos Cooperativos (Dimarco, 2005; Paiva, 2013), y en otros, numerosos jóvenes egresados y estudiantes universitarios que comenzaban a trabajar como parte del PRU y que, muchos de ellos, contaban con experiencia en la militancia estudiantil y/o sindical (Schamber y Suárez, 2012: 127). Esta participación se verá reforzada, desde mediados del 2003, con la fundación de la Junta Interna de Medio Ambiente perteneciente a la seccional CABA de la Asociación de Trabajadores del Estado (ATE), en la que se nuclean los trabajadores sindicalizados del PRU. Sumando una nueva instancia a este proceso de vinculación entre dimensiones estatales y cartoneros en proceso de organización, en noviembre de 2004 y organizado por el PRU, se lleva a cabo un encuentro de cartoneros que trabajaban en la CABA para discutir algunas de las principales problemáticas que se relacionaban con la actividad. De este modo, tanto desde la creación del PRU como desde la consolidación de las primeras cooperativas de cartoneros en la CABA comienza a establecerse un estrecho vínculo entre cartoneros y trabajadores estatales que constituye una de las claves fundamentales para comprender el desarrollo de las políticas públicas en la gestión de los residuos de los últimos años. 

Llegado el 2005, el desarrollo de la actividad de los cartoneros en la CABA se verá afectado por la intervención en dos instancias claves a nivel local: el Poder Judicial y el Poder Legislativo. En primer lugar, en agosto, frente a un amparo presentado por un grupo de abogados y militantes sociales con trabajo territorial el juez Roberto Gallardo ordenó al GCABA otorgarle becas a los cartoneros por cada hijo menor de 17 años y, a su vez, llevar adelante las medidas necesarias para prohibir efectivamente el trabajo infantil en la actividad cartonera de la CABA. Esta medida no sólo significó la regulación de la población cartonera que trabajaba en la CABA por parte del Poder Judicial, sino que también implicó una disputa entre dos instancias estatales y un conflicto en el cual los cartoneros tomaron posición activa. Durante los meses siguientes, la disputa se extendió, y ante el incumplimiento del GCABA, fue clausurado el tesoro de una sede del Banco Ciudad por parte de una jueza y grupos de cartoneros reclamaron ingresando a la sede del Gobierno. Otro de los actores que intervino activamente en el conflicto fue la Iglesia Católica, la cual, a través del por entonces cardenal Jorge Bergoglio, realizó una misa en la Catedral metropolitana por los chicos cartoneros, pidiendo que se termine el trabajo infantil. El conflicto, finalmente, terminó de modo favorable para los cartoneros con el cumplimiento por parte del GCABA
. 

En segundo lugar, durante el 2005, los cartoneros protagonizaron una serie de disputas en torno al Poder Legislativo, las cuales se centraron en el diseño de la Ley Nº 1854/05 o “Ley de Basura Cero”, sancionada en noviembre de ese año. Si bien la misma no fue reglamentada hasta mayo del 2007, el conflicto que llevó a su sanción estuvo signado por la articulación de diversos actores entre los que encontramos a los cartoneros y sus diferentes cooperativas, trabajadores estatales, representantes legislativos, funcionarios del poder ejecutivo, funcionarios del CEAMSE, empresas privadas y algunas organizaciones ambientalistas, entre las que se destacó la ONG Greenpeace (Schamber y Suárez, 2012: 112-114). De este modo, así como lo fue la Ley 992, la nueva Ley de Basura Cero también implicó la intervención y disputa de diversos actores que conformaron alianzas distintas e implementaron estrategias en torno al diseño de las políticas públicas en la ciudad.

Ley 1854: de la implementación de un programa a la creación de una dirección
La Ley 1854 estableció un criterio de disminución progresiva de los volúmenes de residuos a incinerar y se propuso, además, dividir la recolección de manera diferenciada entre residuos húmedos y residuos secos. Son estos últimos los que, a partir de entonces, quedan a cargo de los denominados recuperadores urbanos. A través de su artículo 10 se propone “promover la participación de cooperativas y organizaciones no gubernamentales en la recolección y reciclado de los residuos” y en su artículo 44 prescribe que la Ciudad adoptará “las medidas necesarias para establecer líneas de crédito y subsidios destinados a aquellas cooperativas de recuperadores urbanos inscriptas en el Registro Permanente de Cooperativas y de Pequeñas y Medianas Empresas”, con el fin de adquirir bienes de capital para su actividad. Sumado a ello, la ley establece la construcción de centros de selección de residuos sólidos urbanos secos, también denominados Centros Verdes.

La sanción de la Ley 1854 junto con las demás instancias ya mencionadas por las que la cuestión cartonera venía atravesando, implicaron rápidas transformaciones en el desarrollo de la actividad y en la relación entre el Estado y los recolectores. De este modo, a principios del 2006 el PRU es reemplazado por el programa Buenos Aires Recicla (BAR), el cual comenzará a focalizarse en una dimensión productiva, haciendo énfasis en consolidar los procesos de asociación y formación de cooperativas entre los cartoneros. Para esto, se designa un sector especial del programa que se denomina área de cooperativas, al cual se le asigna entonces la tarea de acompañar los procesos de formación y de cooperativas y fomentar nuevas, realizar capacitaciones y brindar el apoyo técnico necesario, entre otras tareas. Por otro lado, en el marco del BAR se crea un área de investigación, con el fin de indagar en la problemática, producir indicadores, procesar y analizar datos en relación a la actividad del programa. Con la creación de esta área se formaliza entonces una instancia estatal de evaluación de las políticas públicas en materia de gestión de los residuos secos de la CABA.
Ahora bien, la llegada a la jefatura de gobierno de Jorge Telerman en reemplazo de Aníbal Ibarra a fines del 2005 trajo consigo nuevas modificaciones en la estructura del Poder Ejecutivo de la CABA. Como parte de este proceso, el recién creado programa BAR pasará en abril del 2006 a constituirse en la Dirección General de Políticas de Reciclado Urbano (DGPRU). A su vez, la Subsecretaría de Medioambiente, de la que dependía el BAR, deviene en el Ministerio de Medioambiente. De este modo, tras pasar a ser una Dirección al interior de un Ministerio, la DGPRU comienza a contar con presupuesto propio. Los cambios al interior de la DGPRU continúan a fines del 2006 cuando, tras la resolución Nº 542/GCABA/MMAGC/06 del 16 de noviembre, el GCABA formaliza el organigrama de la dirección creando cuatro áreas: “estadística e investigación”, “formación y desarrollo de cooperativas”, “administrativa” y “seguimiento territorial”. 

Ahora bien, estos cambios en la organización del organismo estatal a cargo de la problemática no se produjeron frente a un fenómeno que se mantuvo inmutable. Por el contrario, el período estuvo marcado por numerosos conflictos entre el Estado y los cartoneros. Ya el 7 de diciembre de 2005 se produjo el desalojo de cartoneros de la cooperativa El Álamo que realizaban sus trabajos en terrenos linderos a las vías del ferrocarril en el barrio de Villa Pueyrredón. Miembros policiales, personal a cargo del GCABA y de una empresa recolectora de residuos golpearon a los cartoneros y le incautaron material reciclable acopiado y otras pertenencias
. A partir del hecho, durante los primeros meses del 2006 se llevó adelante una movilización y el reclamo de los cartoneros que, vinculándose con la discusión por la implementación de la Ley 1854, contó con el apoyo de la Junta Interna de ATE Medio Ambiente de CABA y de la Federación Ecológica de Cartoneros y Recicladores (FECyR). El conflicto dio visibilidad a una serie de operativos violentos llevadas a cabo por el programa de Recuperación del Espacio Público (RECEP)
 y que venían impulsándose desde mediados del 2005 y afectando fuertemente la actividad de los cartoneros (Schamber y Moreno, 2009: 5). Los conflictos entre los aparatos represivos del Estado y los trabajadores cartoneros siguieron desarrollándose a lo largo del año. A los ya mencionados, se sumaron desde junio hasta diciembre numerosos cortes realizado en el Puente Alsina a partir del intento del GCABA por regular el ingreso de los cartoneros desde el GBA a la CABA. Protagonizados por distintas organizaciones y trabajadores cartoneros como el MTE y también el Movimiento Independiente de Justicia y Dignidad, liderado por Raúl Castells, las protestas lograron articular diversas demandas
: la libre circulación de cartoneros entre el GBA y la CABA, la oposición a las acciones represivas por parte de la policía y de la RECEP, la adquisición de galpones de trabajo para algunas cooperativas como El Álamo y la incorporación de la mirada de los cartoneros a la implementación de la ley 1854, entre otras.

La conflictividad que caracterizó al año 2006 resulta sumamente relevante para comprender el modo en que la problemática cartonera se mantuvo, con mayor o menor visibilidad mediática, como una problemática pública a lo largo de todos estos años. De tal modo que de cara a la campaña para la elección de Jefe de Gobierno en 2007, la problemática de los cartoneros se encontraba entre los principales temas a discutir
. En este mismo sentido es que podemos pensar que durante estos años y producto de las relaciones de cooperación y de conflicto entre las diferentes instancias estatales y los cartoneros y sus cooperativas, la problemática cartonera, construida a partir de la irrupción del fenómeno en el 2001-2002, comienza a consolidarse cada vez más no sólo como parte de una agenda pública, sino también como parte de una agenda de gobierno (Aguilar Villanueva, 2003).

Tras la reglamentación de la Ley 1854, la DGPRU se convocó al I Foro y Congreso de Políticas de Reciclado en Grandes Urbes, del que participaron delegaciones de América Latina. Allí se discutió durante tres días acerca de la Gestión Integral de Residuos Sólidos Urbanos (GIRSU), así como también sobre el rol de los recuperadores urbanos y las cooperativas. En este contexto de extensa conflictividad resulta relevante destacar las sucesivas designaciones y renuncias de directores del área responsable de las políticas de reciclado. Específicamente entre el año 2006 y 2008 diez funcionarios renunciaron a su cargo
.

La construcción de la DGREC: del nuevo organigrama al diseño del Primer Pliego de Residuos Sólidos Secos
Tras la llegada de Mauricio Macri a la jefatura de GCABA, se producen nuevas modificaciones en la estructura orgánica de gobierno. El Ministerio de Medio Ambiente, del cual dependía la DGPRU, se fusiona con el Ministerio de Espacio Público, creándose el Ministerio de Ambiente y Espacio Público. La DGPRU deviene a partir de entonces en Dirección General de Reciclado (DGREC) dependiendo de la Subsecretaría de Higiene Urbana. A fines de 2007, en el marco de los 2.300 despidos que se efectuaron en todo el GCABA, el por entonces director general de DGREC rescindió los contratos de 36 trabajadores que ocuparon sus oficinas durante cuarenta días
. Este hecho fue interpretado por la junta interna de ATE como un intento de desmantelar el programa que articulaba al Estado con los trabajadores cartoneros, lo que promovió una alianza con sectores del movimiento cartonero. Este grupo logró la reincorporación de la totalidad de los despedidos y, como consecuencia de ver amenazada su continuidad laboral, adoptó un perfil activo en la organización sindical de ATE Capital (Schamber y Suárez, 2012: 127).
Sumado a estos cambios, en diciembre de 2007 se produce un hecho que definiría el inicio de nuevos conflictos durante el año siguiente: la cancelación del servicio de trenes cartoneros por parte de la empresa concesionaria Transportes de Buenos Aires (TBA). Gran parte de los cartoneros se desplazaban desde el GBA a la Ciudad y regresaban pasada la medianoche se vieron afectados por la suspensión del servicio que les imposibilitaba retornar a sus hogares. Esto provocó malestar entre los cartoneros, sino también entre los vecinos, debido a que se se levantaron acampes en la vía pública
. Tras frustrados intentos en las negociaciones la decisión del Poder Eecutivo fue proceder al desalojo de los principales acampes, incluso sin orden judicial y con detenidos por “resistencia a la autoridad”
. En respuesta a esto cartoneros, organizaciones sociales y de derechos humanos se movilizaron a la sede del GCABA para repudiar la represión y exigir la liberación de los detenidos. Este hecho representa un importante antecedente para las cooperativas de recuperadores urbanos
. El conflicto se disipa con la financiación de transportes alternativos a cargo del gobierno, firmando en el mes de julio un acuerdo para llevar adelante una nueva política de reciclado: en el mismo, el GCABA se compromete, por un lado, a dejar en concesión como Servicio de Higiene Urbana sólo los residuos húmedos o no reciclables y, por otro lado, a incorporar a los Recuperadores Urbanos (RU) como protagonistas del sistema de recolección de RSU secos, brindando un servicio de transporte para los cartoneros y para sus carros, y proveyendo la logística y el transporte para el traslado desde los grandes generadores de residuos hacia los Centros Verdes gestionados por los cartoneros (Schamber y Suárez, 2012: 118).

A partir de las negociaciones iniciadas entre los funcionarios del Ministerio de Ambiente y Espacio Público, la DGREC y cooperativas de cartoneros se pone en marcha un novedoso Programa de Transferencia Condicionada de Ingresos (PTCI), denominado Plan 600 que estableció un estipendio mensual para los RU ligado principalmente al presentismo y el cumplimiento de determinadas pautas de trabajo
. El Plan también establecía por parte del Poder Ejecutivo la responsabilidad de colectivos y camiones para el traslado de los recuperadores y su material recolectado, uniformes, obra social, seguro de accidentes personales y el pago del monotributo social. En concordancia con una nueva forma de trabajo descentralizada para el control de los recuperadores urbanos, desde la DGREC se crea la figura del Responsable de Grupo (RG) que tenían por función supervisar los grupos de RU y tomarles asistencia. Sin embargo trabajadores organizados lejos de su función de control, colaboraron con el proceso de formación de las cooperativas, su organización y trabajo cotidiano. Producto del apoyo y articulación con la Junta Interna de ATE, durante los siguientes años se constituirán las cooperativas Recuperadores Urbanos del Oeste, Cartonera Sur y Madreselva, todas organizadas dentro de la Central de Trabajadores de la Argentina (CTA) (Lupi, 2015:13-14). 
La conformación del sistema de Gestión Integral de Residuos Sólidos Urbanos
En vistas al vencimiento del Servicio Público de Higiene Urbana vigente en 2008, el GCABA presenta ante la Legislatura un proyecto de ley que buscaba extender por un plazo de diez años, en lugar de cuatro, la concesión del servicio y el cambio de la modalidad de pago por área limpia a tonelada recolectada. El proyecto criticado por organizaciones ambientales y de cartoneros finalmente fracasó, postergándose los contratos vigentes hasta dos años más tarde para dar lugar a un nuevo proceso licitatorio, en el que diferencia los RSU húmedos, a cargo de las empresas privadas y con una licitación pública, y los RSU secos, que quedarían a cargo de las cooperativas de cartoneros previo concurso público
. En tanto, la ONG Greenpeace afirmó que el "plan oficial la recolección diferenciada puerta a puerta es un proyecto cuasi escolar", sosteniendo que no se puede aceptar un sistema de recolección diferenciada informal
. Tras la firma del acuerdo de las organizaciones cartoneras y el GCABA, se produce un quiebre en la alianza con las ONG's ambientalistas
.
Durante el transcurso de los dos siguientes años se desarrollan la audiencia pública, concurso y adjudicación de zonas para el servicio de recolección de RSU secos, que concluyen con la sanción de la Ley Nº 4120. La misma establece condiciones sujetas a un amplio margen de negociaciones y consensos entre el gobierno y las cooperativas de recuperadores en torno principalmente a la administración de recursos (Schamber y Suárez, 2010: 120). Como principales características del sistema mencionamos que las cooperativas de recuperadores urbanos se hacen cargo no sólo de los RSU secos, sino también de los Centros Verdes, permitiendo el GCABA que las mismas puedan hacer uso de las ventas del material recogido. También se concursan las distintas zonas de trabajo en la ciudad, respetando las zonas preestablecidas de cooperativas, debiendo las mismas incluir a los cartoneros independientes sin cooperativa que se encuentren trabajando en las zonas asignadas (Tagliafico, Schamber y García, 2016). Esta etapa se caracteriza por la apertura de varios Centros Verdes a cargo de las cooperativas: el de Núñez, a cargo de la Cooperativa de Trabajo Las Madreselvas y Eco guardianes; el “Polo de Micro emprendimiento” asignado a la cooperativa de cartoneros El Álamo en el barrio de Villa Pueyrredón; los de Barracas y Parque Patricios administrados por el MTE-El Amanecer de los Cartoneros, entre otros.

Tras los acuerdos de las organizaciones cooperativas cartoneras con el GCABA se atraviesa un período de baja conflictividad. Entre los años 2010 y 2013 el Poder Ejecutivo elaboró un Pliego para la prestación del servicio de gestión de RSU consensuado y, tras convocar a audiencia pública, adjudicó las zonas. Recién luego el proyecto fue transformado en ley, con modificaciones del proyecto original pero sobre la base de las discusiones anteriormente suscitadas. La Ley 4120 define el marco regulatorio del Servicio Público de Higiene Urbana (SPHU), en su artículo 9 establece un Sistema Público de Recolección Diferenciada, Selección Acondicionamiento y comercialización de RSU secos (Schamber y Suárez; 2012). Durante este período, el Poder Ejecutivo desarrolló una serie de acciones tendientes a establecer negociaciones con el movimiento cartonero, de intervención frente a los conflictos y disponiendo de recursos para los objetivos fijados en conjunto, evitando de esta manera que los conflictos se diriman en el poder legislativo, o los mismos se judicialicen. Como señala Vilas (2011), el Estado define y ejecuta cursos de acción, asignando recursos en función de sus objetivos siendo parte de las capacidades de gestión estatal que se expresan en la estructura de poder. 

Finalmente, en enero del año 2013, las cooperativas de cartoneros constituidas firman los contratos como adjudicatarias de las zonas. El mismo establece derechos y obligaciones para ambas partes, en la que el Estado se compromete a brindar condiciones laborales, capacitación y asistencia técnica, como también posibles sanciones ante el incumplimiento de las obligaciones de las cooperativas
. Comenzó, de esta manera, un paulatino proceso de compra e instalación de las maquinarias seleccionadoras y enfardadoras de material reciclable para el equipamiento de algunos centros verdes. También se habilitaron puntos verdes administrados entre el GCABA y las cooperativas de recuperadores urbanos, que reciben material reciclable en puntos específicos de la CABA para ser trasladados a Centros Verdes. 

Por otro lado, durante estos últimos años, la conformación, impulsada fuertemente por el MTE, de la Federación Argentina de Cartoneros y Recicladores (FACyR) implicó la búsqueda de organización de los cartoneros y sus cooperativas a una escala nacional. Tiene por objetivo principal nuclear a “trabajadores cartoneros, carreros, recicladores y recuperadores urbanos de todo el país” posicionándose con presencia en diez provincias. A su vez, la FACyR, junto con el MTE, se han constituido en actores centrales en el proceso de composición de la Confederación de Trabajadores de la Economía Popular (CTEP). Si bien este es un proceso muy reciente en el tiempo, la formación de la CTEP pareciera ser una de las experiencias más interesantes para pensar la organización gremial de un conjunto de sujetos que se identifican como trabajadores de la economía popular y que atraviesan muy diversas experiencias en todo el país. Al mismo tiempo, a través de esta organización han logrado posicionarse en las discusiones de políticas y sociales de los últimos años, instalando la cuestión de la economía popular como parte de una agenda pública.

En el año 2013 ante la colocación de los denominados "contenedores inviolables" y con un extenso pliego de reclamos, las cooperativas cartoneras organizaron una gran movilización. Este suceso representa una nueva etapa de conflicto del movimiento de cooperativas cartoneras, en este caso en defensa al acceso a los tachos de los que clasifican material reciclable. Tras las gestiones con el Poder Ejecutivo lograron el lanzamiento del programa de Promotores Ambientales o "Campanas"
. Esto representa el comienzo de una fase piloto que cambia radicalmente el trabajo de los recuperadores urbanos, y sobre todo en lo inmediato una mejora en el estipendio económico que recibía cada recuperador
. En los años 2015 y 2016 se producen masivas movilizaciones de las cooperativas cartoneras y los trabajadores de la DGREC, organizados en ATE lo que signa una etapa de conflictividad ante diferentes reclamos
. En sucesivas movilizaciones al Ministerio de Ambiente y Espacio Público y el intento de vaciamiento y privatización del servicio
, como así también despidos y traslados en la DGREC
, lo que deriva en dos años la renuncia de tres directores de la dirección y la intervención de la subsecretaría
. 

Algunas conclusiones

A lo largo de nuestro trabajo hemos analizado, de modo muy rápido, el derrotero de las políticas públicas en torno a la gestión de los residuos en la CABA durante los últimos años y, específicamente, el modo en el que comenzó a construirse una política pública en relación con los cartoneros. Intentamos así dar cuenta del proceso por el cual se construyó una problemática como parte de una agenda pública y luego de una agenda de gobierno, comenzó a legislarse sobre la misma, se armaron programas como el PRU, se conformaron direcciones estatales como la DGREC y, a través de los años y los conflictos, se fueron modificando los organigramas estatales y transformando las miradas con las que la problemática era analizada y abordada. Como vimos, todo este proceso se encuentra atravesado por numerosos y heterogéneos actores, entre los cuales los cartoneros son indudablemente los protagonistas.

Sin embargo, como vimos a lo largo del trabajo, los cartoneros no constituyen un sujeto inmutable ni conformado por alguna esencia cartonera. En nuestro análisis destacamos que, anteriormente a la irrupción del fenómeno cartonero, algunos sujetos se identificaban y eran interpelados como cirujas. No es hasta la emergencia de este fenómeno que numerosos sujetos comienzan a identificarse y a ser interpelados como cartoneros. Como vimos, hacia fines de la década de 1990 y especialmente con la crisis política, social y económica del 2001-2002, se produce un estallido en el mundo del trabajo que genera amplias capas de desocupados y nuevos pobres. La dislocación que se produce en el mundo del trabajo y el contexto de fragmentación social significaron las condiciones de posibilidad para nuevas articulaciones identitarias y, en este sentido, para la constitución de nuevos sujetos (Hall, 2010: 367). Así como con el surgimiento de los piqueteros, es la crisis del modelo neoliberal la que permite nuevas articulaciones y la que habilita así la conformación de una nueva identidad (cartonera) y de nuevos sujetos (cartoneros). Pensándola como algo que está siempre “en proceso”, como algo que no está determinado y que, por lo tanto, “siempre es posible ‘ganarlo’ o ‘perderlo’, sostenerlo o abandonarlo”, concebimos a la identidad más bien como un proceso de identificación que es condicional y que, a su vez, se afinca en la contingencia (Hall, 2003: 15). Frente a la crisis de las identidades del trabajo y de la mano con la articulación con distintos actores sociales del momento, a principios del siglo XXI en el AMBA comienzan a identificarse cada vez más “nuevos cartoneros”,  que se suman a aquellos “viejos” o “históricos”. El proceso que se desarrolla en esos años y que podemos leer en el paso de cirujas a cartoneros, significó dejar de lado discursos que los interpelaban como delincuentes, como pobres o como desempleados, como quienes realizaban sus tareas en soledad o individualmente, para comenzar cada vez más a (re)identificarse como trabajadores y como sujeto de derechos, como parte de un colectivo más amplio y en proceso de organización. Esto es lo que se destaca en los procesos de organización de cooperativas y de lucha por la legislación y el reconocimiento de su actividad como un trabajo. En línea con la lectura de otra autora acerca de los procesos de formación de cooperativas de cartoneros, sostenemos que “las experiencias de autoorganización son posibles sólo entre aquellas personas que sienten alguna identificación con la actividad que están realizando y que pueden proyectarse en ella en un mediano plazo pero, al mismo tiempo, estos elementos terminan de tomar forma y consolidarse por medio de la organización” (Dimarco, 2005: 8). Este proceso se ve reforzado en los últimos años con la conformación de organizaciones más amplias como la FACyR y la CTEP, sintiéndose cada vez más parte del colectivo de trabajadores de la economía popular, en lo que puede entenderse como un efecto de los procesos de articulación con otros actores sociales como vendedores ambulantes, trabajadores textiles, campesinos, entre otros. A su vez, desde gran parte de las instancias estatales se ha reforzado la interpelación de estos actores como recuperadores urbanos o recuperadores de materiales, lo cual pareciera intentar dar cuenta de la inserción de los sujetos en marcos formales de trabajo. Sin embargo, aunque posean diferentes valoraciones y por lo tanto, no signifiquen lo mismo, hoy en día ambas identidades conviven sin demasiados conflictos en los mismos ámbitos. Sabemos que nuestro análisis en este punto puede resultar un tanto esquemático: claro que existieron identidades más o menos fuertes y organizaciones previas a lo que nosotros denominamos como fenómeno cartonero, y que en la actualidad no todos los cartoneros poseen una consolidada identidad en torno a la actividad que realizan recolectando materiales reciclables, pero consideramos que reforzar esta distinción nos ayuda analíticamente a comprender el proceso histórico concreto y ponerlo en relación con términos teóricos que sumen a la reflexión. 

Además de los cartoneros, como vimos a lo largo del trabajo realizado, el proceso de los últimos años de construcción y modificación de las políticas públicas en torno a los residuos en la CABA estuvo atravesado por un conjunto muy numeroso y diverso de actores. Intervinieron allí legisladores de la CABA, atravesando instancias del Poder Legislativo, jueces e instancias del Poder Judicial local, diferentes instancias del Poder Ejecutivo (desde jefes de gobierno y ministros hasta directores de área), trabajadores estatales y sus organizaciones gremiales (especialmente la Junta Interna de ATE Medio Ambiente), organizaciones no gubernamentales (como Greenpeace, Poder Ciudadano y Cambio Democrático), empresas privadas (como las de transportes de ferrocarriles y las de recolección de residuos), la Iglesia y organizaciones sociales de distinto tipo, entre otras. Todos ellos intervinieron, en mayor o menor medida, con mayor o menor énfasis de acuerdo al momento histórico, y a través de diferentes modalidades, en las discusiones por la construcción de las políticas públicas analizadas. Podemos pensar entonces que, en términos de Carlos Vilas (2011), la construcción de política públicas deja de ser “un asunto exclusivo de funcionarios y políticos; su diseño, ejecución y evaluación devienen instancias en las que los actores sociales toman intervención activa y agregan, a su involucramiento político convencional (…) variadas modalidades de participación” (p. 112-113). Los cambios en las políticas públicas a lo largo de estos años han sido el producto de numerosos conflictos en distintos niveles del campo social, conflictos que se procesan entre estos diferentes actores, “en escenarios y coyunturas de fuerte tensionamiento” (Vilas, 2011: 136). Lo público de las políticas públicas se configura así como un espacio social donde un conjunto de actores diversos intervienen activamente en el diseño, la implementación y la evaluación de las políticas y, a su vez, en la conversión de este campo en un espacio de conflicto, competencia y también acuerdos y cooperación (Vilas, 2011: 138). Es en este sentido que ya no podemos seguir reduciendo la producción, implementación y evaluación de las políticas públicas a un asunto de “márgenes de autonomía” del Estado frente a poderes fácticos locales e internacionales (lo cual resulta, sin duda, indispensable), sino que es necesario dar cuenta de la efectiva articulación que se produce en los procesos de configuración de la gestión estatal, entre organismos estatales ya existentes y la dinámica participativa de diversos actores del campo social (Vilas, 2011).

Para finalizar nos queda preguntarnos qué imagen nos queda del Estado luego del análisis realizado. Según lo desarrollado aquí, el Estado no puede concebirse como una cosa/objeto, es decir a partir de una concepción instrumentalista que considere al Estado como herramienta al servicio de los sujetos que la posean. Tampoco podemos pensarlo como un sujeto, como aquel que posee absoluta autonomía. La imagen del Estado que se configura aquí es más bien, en términos poulantzianos (Poulantzas, 1979), la de un campo estratégico de luchas y su materialidad se constituye a partir de los propios y complejos procesos de disputas. El Estado se va configurando así como la condensación de un conjunto de relaciones fluctuantes. Las diferentes dimensiones del Estado que se fueron creando y que fueron sustituyendo otras que se desintegraron, han sido el producto de conflictos concretos y fluctuantes que han tenido lugar en diferentes puntos del territorio del AMBA. Especificando entonces la definición anterior y retomando aquí los aportes de García Linera (2008), podemos pensar al Estado como “una estructura de relaciones políticas territorializadas”, como “un flujo de interrelaciones y de materializaciones pasadas de esas interrelaciones” a partir de las que se producen relaciones de dominación y legitimación política (p.  501). Las distintas instituciones que se han ido conformando como parte del Estado, es decir, el PRU, luego el BAR, la DGPRU y la DGREC, pero también los ministerios y también los cargos y empleos como los de recuperadores urbanos, han sido todos producto de correlaciones de fuerza que se han ido instituyendo. Las instituciones se asimilan así, como en la geografía, a “solidificaciones temporales de luchas, de correlaciones de fuerza entre distintos sectores sociales, y de un estado de esa correlación de fuerza que, con el tiempo, se enfrían y petrifican como norma, institución, procedimiento” (García Linera, 2015: 3). 

Hacer visible esta imagen del Estado, junto con los modos en que se producen y transforman las políticas públicas, y las relaciones que mantienen estas instancias con los procesos de identificación de los sujetos del campo social nos permite desnaturalizar la imagen de la coyuntura actual y poner en primer plano procesos de luchas atravesados en los últimos años para, así, lograr construir preguntas que apunten a consolidar determinadas identidades, profundicen ciertas políticas públicas y se planteen un proyecto transformador del Estado para lograr una ciudad más justa, equitativa e igualitaria.
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 Anexos
Gráfico I: “Principales hitos en el desarrollo de las políticas públicas de reciclado en la CABA, Parte A (2001-2008)
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Gráfico I: “Principales hitos en el desarrollo de las políticas públicas de reciclado en la CABA, Parte B (2009-2016)
� Recordemos que el Censo Nacional realizado por el INDEC en el año 2001 calculó un nivel de desocupación del 21,5% de la población económicamente activa a nivel nacional.


� Según el mismo Censo Nacional del INDEC del 2001, la pobreza  en el AMBA alcanzó niveles superiores al 50%.


� Ver “El cirujeo se convierte en trabajo informal”, diario La Nación, 01/07/2001.


� Ver “El cirujeo”, Carta de Lectores del diario La Nación, 12/07/2001.


� Algunos ejemplos son “La Argentina de Cartón” en el diario Clarín (27/10/2002) y “Cartoneros, los que nadie quiere ver” en Página/12 (28/07/2002). El trabajo de Grisel Adissi (2004) indaga específicamente en la construcción que se realiza del fenómeno cartonero en los medios gráficos.


� Ver “En la Legislatura porteña, esta vez la palabra la tuvieron los cartoneros” en  Clarín, 18/10/2001.


� Otras notas de la época reflejan la solidaridad de los vecinos de barrios porteños como Recoleta y Almagro, entre otros, donde se organizaban ollas populares en los lugares de mayor concentración de cartoneros. Ver, por ejemplo, “Vecinos que cocinan para los cartoneros” en La Nación, 05/10/2002 


� Tras la mencionada línea Mitre Retiro/José L. Suárez, lo hicieron las líneas Mitre ramal Retiro/Tigre, la línea Sarmiento y la Roca.. Ver, por ejemplo, “Cartoneros que tienen su propio tren” en La Nación, 03/03/2001.


� Entrevista de los autores a Valeria Díaz de la Cooperativa de Recuperadores Urbanos del Oeste, 06/01/2016.


�  Ver para el caso “Los cartoneros, ante la Justicia, por el derecho a hacer su trabajo” en Página/12, 07/11/2002.


� Ver “Desde hoy, los cartones y papeles van en otra bolsa” en Clarín, 01/10/2002.


� La Ley N° 992 fue reglamentada a través del Decreto N° 622/GCABA/03 el 23 de mayo de 2003.


� Esta hipótesis de lectura acerca de la ley 992 y el abandono de una política represiva hacia la problemática será, sin embargo, puesta en duda posteriormente en este trabajo.


� En su interior el MTE cuenta con más de una cooperativa. En estos años comienza a formarse El Amanecer de los Cartoneros, que es en la actualidad la cooperativa cartonera de la CABA con mayor cantidad de miembros.


� Ver  “Bergoglio rezó por los chicos cartoneros” en La Nación, 27/08/05, y “Cobraron subsidios los cartoneros” en La Nación, 15/09/2005.


�  Ver “Operativos contra cartoneros” en Página/12, 08/12/2005.


� La RECEP fue creada en el 2005 como parte de la Secretaría de Producción, Turismo y Desarrollo Sustentable por medio del decreto N° 1136/05. Puede señalarse como principal antecedente de la más conocida UCEP (Unidad Operativa de Recuperación y Control en el Espacio Público) y -aunque existan interesantes convergencias- forma parte de otra política pública que no analizaremos aquí. Para profundizar sobre la cuestión puede analizarse el trabajo de Verónica Daian (2011).


� Ver para el caso, el comunicado del MTE de octubre de 2006 “Corte total del Puente Alsina y gran victoria de los cartoneros”: � HYPERLINK "http://argentina.indymedia.org/news/2006/10/454837.php" �http://argentina.indymedia.org/news/2006/10/454837.php�


� Ver, por ejemplo, “Propuestas de los candidatos porteños” en La Nación, 20/05/2007.


� Ver Gráfico I.


� Ver “No tienen idea de a quién echaron” en Página/12, 13/01/08


� Numerosos artículos periodísticos señalan una “ola” de acampes cartoneros. Ver para el caso "El polémico acampe de los cartoneros en Belgrano" en Infobae, 02/02/08; “Cartoneros acampan en las Barrancas” en La Nación, 19/01/2008.


� Ver, por ejemplo, "Desalojan un asentamiento pero la Justicia niega haberlo ordenado" en Clarín, 23/02/2008.


� Juan Grabois, dirigente del MTE, señala en una entrevista realizada por Schamber y Suárez (2012): “Al mismo tiempo ocurre el desalojo violento de los compañeros que acampaban en Barrancas de Belgrano. entonces hubo por primera vez un movimiento de solidaridad generalizado muchísimo más fuerte al interior del propio sector cartonero. Entre los de MTE, que ya venían de una experiencia de lucha, esa solidaridad creció más aun” (p. 116).


� De la entrevista de los autores a Yésica, integrante de la comisión de una cooperativa: “En el 2007 le sacamos al gobierno los primeros 5 camiones con la organización de la comisión. (...) Después fuimos luchando y nos dieron incentivos para choferes y operarios, incentivos para cartoneros, que no era mucho pero era una platita. 275 pesos ganábamos”


� Ver, por ejemplo, "La codiciada torta de la basura" en Página/12, 09/07/2008.


� Ver comunicado de Greenpeace "10 razones para rechazar la propuesta de Macri en materia de gestión de la Basura", 07/07/2008. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.greenpeace.org/argentina/Global/argentina/report/2008/7/10-razones-para-rechazar-la-pr.pdf" �http://www.greenpeace.org/argentina/Global/argentina/report/2008/7/10-razones-para-rechazar-la-pr.pdf� 


� Suárez y Schamber (2012) en entrevista a Juan Grabois “Nosotros creíamos que estábamos haciendo una cosa muy positiva no sólo para los compañeros sino también para la ciudad de Buenos Aires y en ese contexto fue donde aparece el primer conflicto grande con Greenpeace”.


� Ver , por ejemplo, "Contrato para los cartoneros" en Página/12,  11/03/2013.


� Este sistema asigna una determinada cantidad de frentes por recuperador, para realizar retiro de materiales reciclables puerta a puerta por las casas y edificios, sin clasificar, de lunes a viernes entre las 18:00 y las 22:00 hs. debiendo cumplir la totalidad de los días de trabajo para cobrar el estipendio completo ($9300 Ago-2016).


� Esta fase piloto nuclea a actualmente 600 recuperadores urbanos, continuando la gran mayoría bajo el sistema de incentivos anteriormente cuyo es significativamente más bajo ($4400). De la entrevista de los autores a Yésica, integrante de la comisión directiva MTE


� Ver, por ejemplo,  "Humo negro en microcentro: cartoneros quemaron contenedores de basura" en La Nación, 08/09/2015. 


� Ver Declaración de las 12 cooperativas “¡No a la privatización del sistema público de reciclado!”, 14/07/2016. Disponible en: � HYPERLINK "http://facyr.org.ar/no-a-la-privatizacion-del-sistema-de-reciclado/" �http://facyr.org.ar/no-a-la-privatizacion-del-sistema-de-reciclado/�


� Ver más en "Un funcionario con banca" en Página/12, 15/02/2015.


� Ver Gráfico I.





20

